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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-67/2012
Expedientes acumulados: AR-55/2012, AR-56/2012, AR-57/2012, AR-58/2012, AR-59/2012, AR-60/2012, AR-61/2012, AR-62/2012, AR-63/2012, AR-64/2012, AR-65/2012, AR-66/2012.
LAUDO que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en los procedimientos de arbitraje en derecho promovidos por D. XXXXX (55/2012), D. XXXXX (67/2012), DÑA. XXXXX (65/2012), DÑA. XXXXX (66/2012), DÑA. XXXXX (56/2012), DÑA. XXXXX (57/2012), D. XXXXX (62/2012) DÑA.  XXXXX (63/2012), DÑA. XXXXX (64/2012) D. XXXXX (58/2012), DÑA. XXXXX (60/2012), D. XXXXX(61/2012) y DÑA. XXXXX (59/2012), contra la cooperativa “XXXXX”, en relación con la solicitud de declaración de nulidad de los acuerdos adoptados en la reunión del Consejo Rector de 18 de mayo de 2012, ratificados por la Asamblea General Extraordinaria de fecha 25 de agosto de 2012, sobre la liquidación de aportaciones obligatorias de todos los solicitantes de arbitraje como consecuencia de sus bajas voluntarias de la cooperativa.  
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 2 de octubre de 2012 tuvo entrada en la Comisión de Arbitraje y Conciliación del Consejo Regional de Economía Social demanda de arbitraje en derecho suscrita por  D. XXXXX de la que, como pretensión principal, se deducía la solicitud de declaración de nulidad de del acuerdo adoptado por el Consejo Rector de la cooperativa “XXXXXX” de fecha 18 de mayo de 2012, ratificado por la Asamblea General Extraordinaria de fecha 25 de agosto de 2012, sobre la liquidación de aportaciones que le había sido notificada como consecuencia de su baja voluntaria de la cooperativa y, más en concreto, por unas cantidades recogidas como deducción bajo el epígrafe “Obligaciones por cualquier otro concepto”. 
La documentación que se adjuntaba con la demanda ha sido objeto de estudio y valoración a la hora de dictar el presente Laudo.

SEGUNDO: Asimismo, en la misma fecha de 2 de octubre de 2012 se recibieron en la Comisión de Arbitraje otras dos demandas, en este caso presentadas por DÑA. XXXXX y por DÑA. XXXXX, entre las cuales y la indicada en el expositivo anterior existía una objetiva identidad respecto de los acuerdos impugnados, los fundamentos de las pretensiones en ellas recogidas, así como respecto de la cooperativa contra la que se reclamaba. Dicha identidad también era manifiesta en las solicitudes presentadas con fecha 5 de octubre de 2012 por DÑA XXXXX; con fecha 11 de octubre de 2012 por D. XXXXX, DÑA XXXXX, D. XXXXX y por DÑA XXXXX; con fecha 29 de octubre de 2012 por D. XXXXX, DÑA XXXXX, DÑA XXXXX y por DÑA XXXXX; por último también existía identidad de hechos y fundamentos con la solicitud de arbitraje recibida por la Comisión de Arbitraje con fecha 14 de noviembre de 2012 y rubricada por D. XXXXX.


A la vista de la identidad de hechos y fundamentos existentes entre todas las solicitudes de arbitraje indicadas anteriormente, la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación acordó con fecha 11 de julio de 2013 que procedía su acumulación en un único expediente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto 72/2006 y en aplicación del principio de economía procedimental que el mismo dispone.
TERCERO: Admitidas a trámite todas las solicitudes de arbitraje mencionadas, se dio traslado de las mismas a la cooperativa de referencia para su contestación, lo que tuvo lugar con fecha 2 de mayo de 2013, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían y en el que se adjuntaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba.


En la referida contestación se planteaban varias cuestiones de previo pronunciamiento que deberán ser resueltas antes de –en su caso- poder entrar a conocer sobre el fondo del asunto. Precisamente, en relación con el fondo, alega la cooperativa que la cantidad deducida bajo el concepto “obligaciones por cualquier otro concepto” se produce como compensación por los gastos estructurales que debían soportar los socios que se quedaban en la cooperativa ante la decisión de todos los salientes de darse de baja.

CUARTO: En fecha 2 de julio de 2013 tuvo lugar en la sede de los Servicios Periféricos en Ciudad Real (hoy Dirección Provincial) de la entonces Consejería de Economía, Empresas y Empleo, previa convocatoria, la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.

Comparecieron al referido acto todos los solicitantes de arbitraje cuyas demandas se han acumulado en el presente procedimiento; por parte de la cooperativa compareció el Letrado D. XXXXX, cuya representación ya constaba acreditada. El contenido de las alegaciones vertidas por los demandantes durante la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa puede resumirse en:

1.- D. XXXXX, en su propio nombre y en representación –según consta en el Acta- de D. XXXXX (62/2012), DÑA. XXXXX (65/2012), DÑA XXXXX (63/2012), ratificó lo pretendido en sus respectivos escritos de demanda, añadiendo alguna consideración respecto a las deducciones practicadas en el pasado a otros socios al haber sido alegada esa circunstancia por la cooperativa en su escrito de contestación.
Por otra parte, es necesario destacar que, según el Acta, nada se dice de que asuma también la representación de DÑA. XXXXX (66/2012), aunque la misma se puede deducir de todas las actuaciones y documentos aportados a lo largo del procedimiento. 
2.- D. XXXXX, Letrado, en nombre y representación de D. XXXXX (58/2012), DOÑA XXXXX (60/2012), DOÑA XXXXX (59/2012) y D. XXXXX (61/212), ratificó asimismo lo pretendido por sus representados en sus escritos de solicitud de arbitraje.

3.- D. XXXXX (55/2012), en su propio nombre y en el de su esposa DÑA XXXXX (57/2012), ratificaron sus escritos de alegaciones. Añadió asimismo, respecto a la cantidad relativa al capital suscrito indicada en la demanda, que se trata de un simple error tipográfico, siendo admitida esta explicación por parte del representante de la cooperativa.

4.- DÑA. XXXXX (64/2012) ratifica íntegramente su escrito de demanda.

5.- Por último, D. XXXXX (67/2012), actuando en su propio nombre y en el de su esposa DÑA XXXXX (56/2012), procedió asimismo a ratificar sus pretensiones iniciales, añadiendo también alguna precisión respecto de los porcentajes deducidos a otros socios como consecuencia de sus bajas.  
Por su parte, el representante de la cooperativa ratificó su escrito de contestación, señalando que las deducciones practicadas a los socios ahora demandantes encontraban su justificación en el daño que suponían sus bajas al resto de socios que permanecían en la cooperativa, ya que éstos iban a afrontar mayores gastos vinculados a la depreciación de las instalaciones de la cooperativa, consistentes en la propia pérdida de valor del inmovilizado, la cual es objeto de contabilización. Dicho de otro modo, la deducción venía motivada por la depreciación contable del inmovilizado de la cooperativa. Además, añadió que no existía compromiso de permanencia por parte de los socios que se daban de baja.  
QUINTO: Respecto de la prueba propuesta, se admitió y se consideró pertinente toda la documental aportada por las partes personadas tanto con las solicitudes de arbitraje como con la correspondiente contestación. No obstante, a lo largo de la tramitación del procedimiento se ha ido aportando más prueba documental, a  saber:

· Durante la celebración de la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa, D. XXXXX aportó documentos relativos a un procedimiento judicial paralelo sobre impugnación de estatutos sociales, así como diversa documentación relacionada con la baja de otros socios distintos a los reclamantes. Asimismo, D. XXXXX aportó en ese acto un escrito que pretendió leer infructuosamente en la Asamblea General que decidía sobre su recurso. 

· Durante la celebración de la vista anterior, también el árbitro designado en un principio para dirimir el presente litigio sugirió la práctica de una prueba pericial relativa a la depreciación contable del inmovilizado de la cooperativa, dato que fundamenta el daño esgrimido para practicar las deducciones objeto de discordia, prueba que finalmente propusieron los demandantes de forma unánime. Además, se solicitó la aportación de un certificado por parte de la cooperativa en el que constase el número total de socios de la cooperativa en los ejercicios sociales en los que se produjeron las bajas, y en el que también se indicara la cifra del capital suscrito y el importe correspondiente a los socios demandantes, así como el volumen de la actividad total cooperativizada y su relación con el porcentaje de actividad que representan singular y conjuntamente los socios salientes. El referido certificado tuvo entrada en la Comisión de Arbitraje con fecha 2 de octubre de 2013 y, como consecuencia del mismo, D. XXXXX presentó escrito de alegaciones con fecha 31 de octubre de 2013
Para la práctica de la prueba pericial propuesta, fue designado el 23 de diciembre de 2013 por insaculación el auditor D. XXXXX , cuyo informe tuvo como objeto el análisis jurídico-financiero de la cooperativa a efectos de ponderar cuál ha sido la depreciación contable del inmovilizado en el año de las bajas de los socios solicitantes de arbitraje, el cual fundamenta la deducción practicada en las liquidaciones de aportaciones obligatorias impugnadas. El referido informe fue presentado en el mes de marzo del año 2014.
Así las cosas, las partes fueron convocadas a una nueva vista el día 28 de octubre de 2014 con objeto de que plantearan al perito designado cuantas aclaraciones o explicaciones consideraran oportunas para una mejor comprensión y valoración del informe. Una vez que se dio traslado de las mismas, con fecha 1 de diciembre de 2014 se requirió a las partes que aportaran su escrito de conclusiones, lo cual llevaron a cumplido efecto. A grandes rasgos, su contenido es el siguiente:
1.- D. XXXXX, en su propio nombre y en representación de D. XXXXX (62/2012), DÑA. XXXXX (66/2012) y DÑA XXXXX (63/2012.), concluyó afirmando el carácter arbitrario de la deducción del 25% de las aportaciones obligatorias al capital bajo el título “obligaciones por cualquier otro concepto”, sin que la misma se haya justificado debidamente.  Asimismo manifiesta su disconformidad con la cifra del capital social atribuida a Dña. XXXXX. 

2.- D. XXXXX, Letrado, en nombre y representación de D. XXXXX (58/2012), DOÑA XXXXX (60/2012), DOÑA XXXXX (59/2012) y D. XXXXX (61/212), concluyó afirmando, respecto de la deducción del 25% practicada, que la misma no está lo suficientemente especificada ni clarificada, sin que conste en la liquidación objeto de impugnación qué obligaciones estaban pendientes de pago, siendo ineludible que las deudas u obligaciones deban concretarse e imputarse a quienes corresponda. 
3.- D. XXXXX (55/2012), en su propio nombre y en el de su esposa DÑA XXXXX (57/2012), también insistió en su escrito de conclusiones en la arbitrariedad del 25% de deducción practicada sobre el valor de sus aportaciones, coincidiendo en los motivos alegados por el resto de solicitantes de arbitraje. 
4.- DÑA. XXXXX (64/2012) también concluyó reiterando su oposición a la deducción del 25% antes referida, alegando que la baja de los socios no ha producido quebranto patrimonial alguno a la cooperativa ya que la depreciación del inmovilizado de la cooperativa se anota contablemente como deducción en la base imponible del impuesto de sociedades. 
5.- Por último, D. XXXXX (67/2012), actuando en su propio nombre y en el de su esposa DÑA XXXXX (56/2012), concluyeron también afirmando la arbitrariedad de la deducción del 25% practicada sobre las aportaciones obligatorias del capital social. También refirieron que existen al menos tres casos en los que a los socios que causaron baja no se les practicó deducción alguna. 
6.- Mención especial merece DÑA XXXXX (65/2012). Consta que presentó su solicitud de arbitraje el 22 de octubre de 2012, y que con esa misma fecha solicitó la acumulación de su demanda a la de Dña. XXXXX; asimismo consta que asistió a la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa y que fue representada en ese acto por D. XXXXX (así al menos se refleja en el correspondiente Acta). No obstante lo anterior, lo cierto es que no vuelve a aparecer en ningún otro trámite de los practicados en el procedimiento, ni siquiera en el de conclusiones. A pesar de ello, no es óbice para entrar a conocer también sobre su reclamación a la vista del tenor literal del 27.2 del Decreto 72/2006, el cual dispone expresamente que la inactividad de las partes no será motivo suficiente para suspender el procedimiento ni supondrá impedimento para dictar el correspondiente Laudo.
Respecto de las conclusiones presentadas por la cooperativa cabe decir que se insistió en la legalidad de la deducción del 25%, la cual está plenamente justificada ante la masiva salida de socios como compensación por los gastos estructurales que soportarán aquellos que decidieron no darse de baja. Se indicó asimismo respecto de D. XXXXX que, mientras era administrador de la cooperativa, aprobó liquidaciones de otros socios con deducciones superiores a las que la cooperativa ha practicado en estos casos. No obstante lo anterior, y una vez conocido el resultado de la prueba pericial practicada en este procedimiento, admite que la deducción a practicar sobre las participaciones obligatorias de los socios debe ascender al 12,52%.

SEXTO: Con fecha 4 de agosto de 2015 D. XXXXX presentó en la sede de la Comisión de Arbitraje un escrito en el que solicitaba información sobre la situación en la que se encontraban los expedientes arbitrales de referencia, toda vez que habían transcurrido más de dos años desde que el árbitro D. XXXXX aceptó su nombramiento, sin que hasta esa fecha hubiera dictado el correspondiente Laudo. 
Asimismo, constan en el expediente las innumerables gestiones realizadas por la Secretaría de la Comisión exhortando al árbitro designado a que cumpliera con el mandato asumido, siendo todas ellas infructuosas. Por tal motivo, ante una situación excepcional y sin precedentes como la referida anteriormente, por acuerdo de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación de fecha 6 de junio de 2016 se procedió al cese en sus funciones de árbitro a D. XXXXX, siendo designado en sustitución D. XXXXX quien aceptó el encargo en tiempo y forma.  
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 

SEGUNDO: Antes de entrar a conocer sobre el fondo de las cuestiones litigiosas planteadas, obligado es tratar en primer lugar las excepciones que se plantean en el escrito de contestación presentado por la cooperativa. El hecho de tratarlas con carácter previo responde a que la propia naturaleza de los   defectos alegados impide, de ser alguno de ellos estimado, que se pueda entrar a valorar el fondo del litigio. 
La primera excepción, bajo el epígrafe “Falta de legitimación activa para ejercitar la presente solicitud de arbitraje”, alega la cooperativa que encuentra su fundamento en lo establecido en el artículo 3 del Decreto 72/2006, el cual limita la posibilidad de intervención en los procedimientos de arbitraje exclusivamente a todo aquel que acredite estar en posesión de la condición de socio de una cooperativa, o bien a quien hubiera perdido dicha condición por los hechos que se sometan a arbitraje. No obstante lo anterior, y siendo un dato objetivo que los solicitantes de arbitraje ya no reunían la condición de socios cooperativistas en la fecha en la que se interpusieron las demandas, no es menos cierto que los hechos que se enjuician se corresponden con consecuencias que derivan de su previa condición de socios, al tratarse en todos los casos de la revisión de sus liquidaciones de aportaciones obligatorias como consecuencia de sus bajas. A lo anterior habría que añadir que la Disposición Final de los Estatutos Sociales de la cooperativa que nos ocupa establece como obligatoria la resolución a través de los procedimientos arbitrales de todas las discrepancias o controversias que pudieran surgir entre los socios y la cooperativa, incluso en el periodo de liquidación –como ocurre en el presente caso-, completándose tal disposición con lo previsto en el artículo 16 del Decreto 72/2006, el cual impone la necesidad de resolución arbitral a las cuestiones litigiosas cuando las partes estén obligadas a ello en virtud de lo establecido en los propios Estatutos. 
En consecuencia, sólo una interpretación excesivamente dogmática de la norma puede llevar a considerar que los solicitantes de arbitraje carecen en este caso de legitimación activa ya que, tal y como se ha indicado, no sólo se trata de resolver determinadas discrepancias surgidas durante el periodo de liquidación de sus aportaciones –supuesto de hecho que los Estatutos sociales exigen solución arbitral- sino que precisamente esas discrepancias derivan de la previa condición de socios cooperativistas de los demandantes. Por tanto, no procede estimar la cuestión de previo pronunciamiento planteada. 
TERCERO: Se alega por parte de la cooperativa una segunda excepción, que afectaría exclusivamente a la solicitud de arbitraje interpuesta por Dña.XXXXX, consistente en la falta de concreción de las pretensiones planteadas. Alega la cooperativa que si bien la demandante admite en su escrito haber recibido una transferencia por importe de 15.160,11 Euros, procede a reclamar el importe de sus aportaciones al capital social por importe de 9.132,74 Euros, es decir, que la cantidad que se reclama es incluso inferior a la que se dice recibida, incongruencia que justificaría la falta de concreción alegada. 

Pese a que en el Acta de la vista previa queda resuelta esta cuestión, al indicarse expresamente por parte de Dña. XXXXX que se había producido un simple error tipográfico en las cifras, y que la referida explicación fue admitida por el Letrado de la sociedad demandada, conviene hacer algunas reflexiones con objeto de evitar en la medida de lo posible futuros litigios por cuestiones similares a ésta.
Hay que decir que en este tipo de procedimientos, en los que no es preceptivo comparecer asistido por un asesor, la cuestión consistente en la falta de precisión en la determinación de lo que se reclama debe tener un carácter restrictivo en su apreciación, debiendo limitarse a aquellos supuestos en los que fuera imposible saber lo que realmente se está pidiendo. Dicho de otro modo, debería limitarse a aquellas situaciones en las que la parte demandada se ve imposibilitada por completo para conocer lo que se alega en su contra y defenderse de ello. En opinión del árbitro que suscribe, el artículo 17 del Decreto 72/2006 no hay que entenderlo de forma rigurosa y literal, sino que basta con que en la solicitud de arbitraje se ponga de relieve, aunque sea de forma poco concreta, lo que se reclama y por quién se reclama. Se alcanzarían con ello dos importantes logros: en primer lugar, se conseguiría evitar, en la medida de lo posible, un excesivo dogmatismo que en nada favorece la resolución de los conflictos sometidos a arbitraje y, en segundo lugar, le daríamos todo su sentido material al trámite regulado en el artículo 22 del Decreto 72/2006 relativo a la comparecencia de las partes para fijar los términos de la cuestión litigiosa. En cualquier caso hay que insistir en que este criterio antiformalista en favor de la acción interpuesta no podría aplicarse en aquellos supuestos en los que fuera imposible conocer lo que se reclama, quién lo reclama o no se identificara correctamente a la persona contra la que se interpone la reclamación. 


Teniendo en cuenta lo mencionado en el párrafo precedente, los posibles errores aritméticos o tipográficos que pudieran existir en una determinada solicitud de arbitraje pueden ser corregidos o subsanados en el acto de la vista previa, momento procedimental en el que deben fijarse de forma definitiva los términos de la cuestión litigiosa, tal y como prevé el propio Decreto 72/2006. Los requisitos de claridad y precisión en la solicitud deben tener como finalidad, entre otras, que se decida con certeza y seguridad sobre la reclamación interesada, de tal manera que esa decisión sea adecuada y congruente con el debate sostenido. Pero para ello es suficiente con que se indiquen o consten los hechos de forma sucinta o aproximada (lo suficiente como para no colocar a la parte contraria en franca situación de indefensión), ya que, tal y como se ha indicado con anterioridad, es realmente en la vista previa en donde sí que es necesario ya determinar con exactitud el objeto real de la pretensión, tal y como se ha producido en el presente caso. En el supuesto que nos ocupa, fue realmente en ese momento cuando el reclamante concretó que las cantidades reflejadas en su solicitud de arbitraje no eran exactas, procediendo a su subsanación, siendo incluso admitida la referida explicación o justificación por el representante de la cooperativa demandada.   Por tanto, en el momento procedimental oportuno quedaron suficientemente determinados los términos de la cuestión litigiosa, al menos lo suficiente como para que ninguna de las partes quedara en situación de franca indefensión, motivo por el cual, aunque la cooperativa no hubiese dado por buenas las razones esgrimidas por la parte reclamante, tampoco hubiese sido posible estimar esta cuestión de previo pronunciamiento alegada.

CUARTO: Procede en este momento entrar a conocer sobre el fondo de las cuestiones litigiosas planteadas. Se puede afirmar que, del análisis de todas y cada una de las solicitudes de arbitraje acumuladas en este procedimiento, se desprende como nexo de unión en todas ellas la oposición al porcentaje del 25% de deducción sobre el valor de sus aportaciones obligatorias, el cual consta practicado en las liquidaciones giradas como consecuencia de sus bajas como socios de la cooperativa. En todas las demandas que han sido objeto de estudio, y respecto del porcentaje mencionado anteriormente bajo el título “obligaciones por cualquier otro concepto”, figuran argumentos de oposición tales como que el mismo es arbitrario, carente de justificación, que no está lo suficientemente especificado ni clarificado, etc.,

En relación con lo anterior, conviene en un primer momento analizar la previsión que al respecto contempla tanto la vigente Ley 11/2010, de cooperativas de Castilla-La Mancha, como la derogada Ley 20/2002. De tal forma, el artículo 82 de la Ley 11/2010, partiendo del balance del ejercicio económico en el que se produce el derecho de reembolso de las participaciones sociales, enumera los conceptos que cabe deducir, entre los que expresamente cita las pérdidas imputables, las sanciones pendientes de pago, las obligaciones derivadas de su actividad cooperativizada y la parte de las deudas vinculadas a inversiones que pudiera corresponderle. Por otra parte, la Ley 20/2002 regula en su artículo 61 de forma muy similar en la práctica esta materia ya que contempla idénticos conceptos deducibles, añadiendo asimismo la posibilidad de descontar las obligaciones derivadas de su participación en la actividad cooperativizada “o por cualquier otro concepto”. En consecuencia, para determinar en principio si es posible proceder a la deducción por amortización del inmovilizado, que es el concepto que la cooperativa ha alegado que justifica la detracción del 25%, es necesario determinar qué debemos entender por actividad cooperativizada y qué obligaciones pueden derivar de ésta ya que, a la vista de los dos preceptos citados anteriormente, es la única partida en la que cabría encuadrar la deducción por amortización del inmovilizado. En cualquier caso es necesario insistir en que en este punto la redacción de uno y otro texto normativo es prácticamente idéntica por lo que, en la práctica, la aplicación de cualquiera de ellos conllevaría el mismo resultado. 
QUINTO: Tal y como dispone la Ley 11/2010 en su artículo 130, las cooperativas agrarias asocian a empresarios agrarios con objeto de producir, transformar o comercializar los productos obtenidos en las explotaciones de que sean titulares. En consecuencia, una cooperativa, partiendo de las entregas de la producción obtenida en las explotaciones de sus socios, realiza otro tipo de operaciones económicas (transformación, distribución, etc.,), que aportan valor añadido y permiten a los socios obtener rendimientos que individualmente no conseguirían. De lo anterior se desprende con claridad la importancia que adquiere en todo momento la aportación empresarial del socio (es decir, la entrega de su cosecha) y, por añadidura, es fácilmente comprensible también la exigencia de que la misma se lleve a cabo con el máximo respeto a las condiciones pactadas o previstas estatutariamente, todo ello con objeto de no lastrar de manera injusta y antieconómica el proyecto cooperativo en su conjunto y a sus socios de forma particular. Precisamente, tal y como veremos más adelante, ese compromiso del socio con la cooperativa, esa aportación de producto que anteriormente hemos identificado como “empresarial”, es lo que forma parte entre otras cosas de la denominada “actividad cooperativizada”. 
Por lo que respecta al régimen económico del socio en las cooperativas agrarias, es preciso resaltar que, en contra de lo que pudiera parecer, su aportación más decisiva y trascendente a la cooperativa no es el capital social que obligatoriamente debe suscribir, sino precisamente su contribución económica a través de la entrega de la producción de sus explotaciones agrícolas. De tal forma, por ejemplo, en relación con la aplicación de los resultados de un concreto ejercicio económico, los positivos que se distribuyen entre los socios (denominados “retornos”) dependen proporcionalmente del volumen de la actividad cooperativizada que hayan realizado; en sentido contrario, cuando sea procedente imputar pérdidas a los socios se deberá hacer igualmente en proporción a las operaciones, servicios o actividades realizadas por cada socio con la cooperativa. Estas reflexiones lo que vienen a poner de manifiesto es la enorme trascendencia de la actividad cooperativizada en la configuración de la estructura física de la propia cooperativa agraria en concreto, es decir, en la determinación del tamaño o dimensión de sus instalaciones, lo que conlleva necesariamente que tanto el compromiso asumido por cada socio como la amortización del inmovilizado contable resulten estrecha y directamente relacionados, ya que aquél sirve para determinar en última instancia el uso potencial de las instalaciones de la cooperativa. Por tanto, si la actividad cooperativizada engloba las distintas obligaciones que deben asumir los socios con la finalidad de lograr la consecución del objeto social de la cooperativa, es acertado asimismo incluir en la liquidación de aportaciones sociales una deducción por dotación de amortización del inmovilizado. Ello es así –es preciso reiterar esta idea- debido a que, al dimensionarse las instalaciones de la cooperativa atendiendo a la actividad cooperativizada de todos los socios, se produce la situación injusta en el presente caso de que los socios que han decidido permanecer en la cooperativa han tenido que asumir los costes del inmovilizado que les hubiera correspondido a los que se han dado de baja, incluso aunque lo hayan hecho de forma justificada.
Repárese no obstante en que en ningún caso se está cuestionando el derecho del socio a darse de baja cuando lo considere oportuno y por las razones que tenga a bien alegar, pero es ineludible conciliar esa facultad con el derecho de la cooperativa a –en cierto modo- asegurar la propia viabilidad del proyecto empresarial, al estar dimensionado el tamaño de sus instalaciones en la confianza de la permanencia y de la aportación de los productos de las cosechas de sus socios. De hecho, la legislación cooperativa brinda innumerables instrumentos con objeto de garantizar la corrección de estas situaciones injustas, tales como la posibilidad de fijar estatutariamente un plazo mínimo de permanencia, la determinación asimismo de un determinado plazo para proceder a la devolución del importe de las participaciones obligatorias o, tal y como ocurre en el presente caso, deduciendo del valor de las aportaciones obligatorias los gastos por amortización del inmovilizado que pudieran corresponder. Todas estas son figuras que tratan de mitigar las perturbadoras consecuencias que, en orden a la estabilidad económica de la sociedad, pueden tener conductas como las que aquí son objeto de estudio, en las que un número importante de socios de la cooperativa deciden simultáneamente solicitar su baja, a lo que habría que añadir la desestabilización que supone para el resto de cooperativistas al verse alterada la proporción de la amortización de las instalaciones comunes que deben afrontar con un menor volumen de cosecha. 
De todo lo anterior puede concluirse afirmando que, tanto a la vista de la Ley 11/2010 como de la Ley 20/2002, es conforme a derecho incluir en las liquidaciones de las aportaciones obligatorias de los socios que se han dado de baja una determinada cantidad en concepto de dotación por amortización del inmovilizado, criterio que no sólo encuentra apoyo legal, sino que se deduce asimismo del resultado de la prueba pericial practicada en el presente procedimiento.
SEXTO: Teniendo en cuenta la conclusión a la que se ha llegado en el Fundamento de Derecho precedente, conviene analizar en este momento si queda suficientemente claro en las liquidaciones que han sido objeto de estudio a qué se corresponden las cantidades deducidas y los cálculos efectuados para determinar esas deducciones.

Constan en el expediente arbitral las resoluciones del Consejo Rector de la Cooperativa por las que se practicaban las liquidaciones de las aportaciones al capital social de todos los reclamantes, incluyendo todas ellas el oportuno desglose y comprobándose que en el apartado “2.- DESCUENTOS”  figura una partida con el título de “Obligaciones por cualquier otro concepto artículo 62.2.a) de la Ley 20/2002”, sin que se haga constar a qué tipo de obligaciones se refiere ni las operaciones efectuadas para determinar la cantidad definitiva a deducir. Asimismo, tampoco consta información adicional alguna en las comunicaciones por las que se procedía a notificar a los interesados la Resolución de la Asamblea General por la que se desestimaban los recursos interpuestos contra los acuerdos del Consejo Rector mencionados, limitándose a adjuntar una certificación en la que –escuetamente- se indicaba que la Asamblea había procedido a ratificar en votación secreta las liquidaciones de aportaciones practicadas, indicando asimismo el resultado de las votaciones.  
No es hasta la celebración de la vista con objeto de fijar los  términos de la cuestión litigiosa cuando los solicitantes de arbitraje reciben alguna información adicional por parte del representante de la cooperativa. En el referido acto se informa de que la deducción del 25 por ciento hay que vincularla a la depreciación del inmovilizado y al aumento de los costes que deberán asumir los socios que permanecen en la cooperativa. A la vista de lo anterior, siendo asimismo los datos facilitados insuficientes a esos efectos, el árbitro designado en un primer momento sugirió la práctica de una prueba pericial con objeto de constatar con exactitud la depreciación contable del inmovilizado, única forma de poder determinar si las deducciones practicadas respondían fielmente a los gastos que los socios salientes dejaban de asumir. 
Por tanto, tienen razón los solicitantes de arbitraje cuando afirman la falta de justificación o claridad en la determinación de las cantidades reflejadas como deducción en las liquidaciones de aportaciones obligatorias practicadas. No se facilita por parte de la cooperativa ningún dato ni información que permita conocer de dónde se obtiene el porcentaje de deducción propuesto, con lo que es imposible comprobar si la cantidad resultante es la que realmente corresponde. No se trata de cuestionar la legalidad o no a la hora de practicar la deducción que nos ocupa, la cual ya hemos visto que es jurídicamente posible, sino de facilitar a los interesados toda la información indispensable para poder fiscalizar los cálculos efectuados por el Consejo Rector y constatar que los mismos son o no correctos, algo que en el presente caso no se ha producido.
Precisamente, tras la prueba practicada a lo largo del procedimiento y, más en concreto, a la vista del resultado de la pericial, se ha podido constatar que el porcentaje de deducción sobre el valor de las aportaciones obligatorias aplicado por el Consejo Rector no era del todo exacto. Así, figura en las notas aclaratorias al informe pericial suscrito por D. XXXXX que el porcentaje de depreciación contable del inmovilizado que le correspondería a cada socio que causa baja ascendería al 12,52%, y que es el resultado de su aplicación la cantidad que cabría deducir en concepto de amortización, tal y como asimismo acepta el representante de la cooperativa en su escrito de conclusiones. Por tanto, con independencia de que la deducción del porcentaje del 25% fuera acordada por los órganos de la cooperativa, es evidente que los cálculos para su determinación, a la vista del resultado de la prueba practicada en el presente procedimiento, no han sido correctos. 
En conclusión, deben estimarse en este punto las alegaciones vertidas por los demandantes.
SÉPTIMO: Si bien todas las solicitudes de arbitraje tenían un nexo común,  referido a la tan reiterada deducción del 25% practicada sobre el valor de las aportaciones obligatorias de los socios salientes, en una de ellas –concretamente la de Dña. XXXXX- se recogía una reclamación adicional, a  saber: 

Alegaba Dña. XXXXX que en la liquidación de sus aportaciones sociales se indicaba una cantidad de capital social suscrito inferior a la que realmente le correspondía, la cual debería ascender a 5.251,86 Euros. Esta misma reclamación ya había sido formulada en el recurso interpuesto ante la Asamblea General contra el acuerdo del Consejo Rector, así como en la demanda por la que se inició su procedimiento arbitral (ratificada en el acto de la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa) y, por último, en los escritos de alegaciones presentados posteriormente con fecha 2 de julio y 30 de octubre de 2013. Por tanto, en primer lugar hay que decir que, en contra de lo afirmado por la cooperativa, la reclamante ha mostrado su disconformidad con el valor asignado a sus aportaciones obligatorias en varias ocasiones a lo largo del procedimiento, siendo evidente que el error en todo momento radicaba en la propia cooperativa al asignar a Dña. XXXXX el valor de las aportaciones obligatorias de Dña. XXXXX, tal y como asimismo señalaba la propia demandante en su escrito de fecha 30 de octubre de 2013 antes citado. No obstante lo anterior, la solicitante de arbitraje aporta para acreditar el valor de su aportaciones una factura de fecha 20 de noviembre de 2008, es decir, precedente dos ejercicios al que tendría que tomarse como referencia en el presente caso. Por otra parte, aunque resulta obvio que la cooperativa ha confundido en sus escritos de alegaciones la aportación de Dña XXXXX con la de Dña. XXXXX, no es menos cierto que durante el periodo de prueba abierto al efecto, el árbitro designado en un principio consideró oportuna la práctica de la prueba consistente en que se certificara por parte de la cooperativa el número de bajas producidas en el ejercicio 2010/2011, así como el porcentaje de capital social y de participación en la actividad cooperativizada que supusieron dichas  bajas. El certificado requerido se incorporó al expediente con fecha 2 de octubre de 2013 y en el mismo se indicaba además el capital social que le correspondía, entre otros socios, a XXXXX en el momento en el que se dio por finalizado el ejercicio 2010-2011, ascendiendo el mismo a 4308.93 Euros, cifra que coincide con la reflejada en la liquidación que se impugna y que necesariamente debe tomarse como cierta por las siguientes razones: en primer lugar, porque el documento que aporta la interesada recoge datos de, al menos, dos campañas anteriores a la que nos interesa, siendo perfectamente posible que los mismos hayan sufrido alguna variación y, en segundo lugar, porque con independencia de que a lo largo del procedimiento la cooperativa haya podido confundir la cifra que realmente le correspondía a Dña. XXXXX, el resultado de la prueba documental incorporada al expediente permite determinar el valor de las aportaciones que es necesario tener en cuenta. De tal forma, ni son los 5.251,86 reclamados por la solicitante de arbitraje, ni son los 4.660 Euros que ha afirmado la cooperativa en el seno del procedimiento, debiendo ascender a la cantidad a 4308,93 Euros. No se trata de conceder mayor valor probatorio al certificado de 30 de septiembre de 2013 de la cooperativa, pero hay que tener en cuenta que el mismo ha sido confeccionado con los datos que obran en los libros registros de la entidad demandada, libros por otra parte a los que habría podido tener acceso Dña. XXXXX para comprobar la exactitud de las cifras que constan en la liquidación que se impugna.  
OCTAVO: Procede analizar en este momento la posible aplicación de intereses a las cantidades pendientes de pago y, en caso afirmativo, la fecha desde la que debería efectuarse el cálculo. 
No debe existir discusión alguna a la hora de reconocer el pago de intereses a las cantidades pendientes de reembolso. El artículo 82.5 de la Ley 11/2010 no ofrece posibilidad de interpretación distinta de la que se desprende de su tenor literal, el cual establece que “las cantidades pendientes de reembolso no serán susceptibles de actualización, pero darán derecho a percibir el interés legal del dinero, que deberá abonarse anualmente junto con, al menos, una quinta parte de la cantidad a reembolsar”. Por tanto, si bien el reembolso de las participaciones obligatorias no puede incluir su valor actualizado salvo que exista acuerdo de la Asamblea General, sí que existe el derecho a percibir el interés legal del dinero por las cantidades a reembolsar. 

Sentado lo anterior, no es posible dar por bueno el suplico de la entidad demandada en el sentido de negar la obligación a abonar intereses por la cuantía que, en su caso, correspondiera reembolsar. Aceptar esta pretensión supondría no sólo contravenir lo dispuesto en el artículo 82.5 de la Ley, sino también que el solicitante de arbitraje tuviera que asumir, entre otras cosas, las consecuencias del retraso producido en la tramitación del expediente arbitral que nos ocupa. Recordemos que en el presente caso concurren determinadas circunstancias de carácter excepcional, incluyendo la remoción del primer árbitro designado, que han provocado una desproporcionada dilación en la resolución final del procedimiento, circunstancias que asimismo es obligado tener en cuenta a la hora de determinar el dies a quo del cómputo de intereses.
Por otra parte, también hay que destacar la buena voluntad mostrada por la cooperativa, al constar documentalmente acreditado el abono de las liquidaciones practicadas en su día, estando en la actualidad tan sólo pendiente de ingreso aquellas cantidades que han sido objeto de discusión, las cuales se corresponden exclusivamente con el porcentaje a deducir como consecuencia de la dotación por inmovilizado contable. Por consiguiente, al menos en el supuesto que nos ocupa, tampoco sería ajustado a derecho que fuera la cooperativa quien tuviera que asumir las consecuencias de tan dilatado plazo en la resolución del litigio, sobre todo si tenemos en cuenta la diligencia mostrada en saldar las deudas que pudiera mantener con los socios salientes. No obstante, esto no significa que sea de aplicación en todos sus términos el principio in illiquidis non fit mora pues, aunque la cantidad que generaría los intereses no es cierta y sí objeto de discusión, lo contrario acarrearía las consecuencias indicadas en el párrafo precedente pero en relación con la parte contraria, es decir, la contravención de lo dispuesto en la Ley y que fueran los demandantes quienes tuvieran que asumir las consecuencias de la demora en la resolución del litigio.  
Los elementos indicados anteriormente, tomados todos ellos en su conjunto, impiden la aplicación de la doctrina que se deduce de la propia Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha, la cual hace coincidir el “dies a quo” para el cálculo de los intereses con la fecha en la que a su vez comienza el plazo para proceder al pago del reembolso de las aportaciones obligatorias, interpretación que parte de lo dispuesto en el  artículo 82.3 de la Ley 11/2010, el cual establece que “el órgano de administración dispondrá de un plazo de tres meses desde la aprobación de las cuentas anuales del ejercicio económico en el que haya causado baja el socio, para proceder a efectuar el cálculo del importe a reembolsar”, así como lo previsto en el artículo 82.4, que dispone que “el plazo de reembolso de las aportaciones obligatorias no podrá exceder de cinco años a contar desde la aprobación de las cuentas anuales por la Asamblea General”. Dicho de otro modo, si según lo establecido legalmente, el “dies a quo” del plazo para proceder al reembolso comienza a partir de la fecha de notificación de la liquidación de aportaciones, para la cual se dispone de tres meses desde la aprobación de las cuentas anuales, esa misma fecha era la que, en circunstancias normales, habría que haber tomado como referencia para el cálculo de los intereses que generan las cantidades pendientes de reembolso.
No obstante lo anterior, tal y como se ha indicado anteriormente, en el presente caso concurren circunstancias de carácter excepcional que no aconsejan la aplicación literal de la Ley 11/2010, y sí la búsqueda de una solución intermedia que impida a cualquiera de las partes asumir exclusivamente las consecuencias del retraso en la resolución del presente procedimiento. Por esta razón, se ha considerado más equitativo fijar como dies a quo para el cálculo de los intereses la fecha a partir de la cual el árbitro designado en un primer momento dispuso de todos los elementos necesarios para proceder a la resolución del litigio, y que en el presente caso fue el día 15 de diciembre de 2014, fecha en la que la cooperativa presentó su escrito de conclusiones y dejaba el procedimiento exclusivamente a expensas de la redacción del Laudo.  
Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

PRIMERO: Deben estimarse parcialmente las solicitudes de arbitraje presentadas por D. XXXXX (AR-55/2012), DÑA. XXXXX (AR-56/2012), DÑA. XXXXX (AR-57/2012), D. XXXXX (AR-58/2012), DÑA. XXXXX(59/2012), DÑA. XXXXX (AR-60/2012), D. XXXXX (AR-61/2012), D. XXXXX (AR-62/2012), DÑA. XXXXX (AR-63/2012), DÑA. XXXXX (64/2012), DÑA. XXXXX (AR-65/2012), DÑA. XXXXX (AR-66/2012) y D. XXXXX (AR-67/2012) contra la cooperativa “XXXXX”,  y se declara que en las liquidaciones de aportaciones obligatorias notificadas a todos los demandantes como consecuencia de sus bajas como socios de la cooperativa no quedan suficientemente acreditados los cálculos llevados a cabo para la determinación de las cantidades descontadas bajo el título “Deducciones por cualquier otro concepto”.

SEGUNDO: se requiere a la cooperativa para que proceda a la confección de unas nuevas liquidaciones de aportaciones al capital social en las que consten las deducciones conforme al resultado de la prueba pericial practicada en el procedimiento. De tal forma, teniendo en cuenta en primer lugar el valor acreditado de las respectivas aportaciones al capital social; en segundo lugar, que en concepto de amortización del inmovilizado sólo podrá deducirse el 12,52% de ese valor; y, en tercer y último lugar, los reembolsos ya efectuados por parte de la cooperativa, resulta a abonar la cantidad indicada en la columna más a al derecha de la siguiente tabla, a la que habrá que adicionar los correspondientes intereses, calculados de conformidad a lo indicado en el párrafo siguiente: 
	NOMBRE SOCIO
	APORTACIÓN
	DEDUCCIÓN (12,52%)
	RESULTADO
	REEMBOLSADO
	A REEMBOLSAR

	XXXXX
	11.423,06 €
	1.430,17 €
	9.992,89 €
	8.567,30 €
	1.425,59 €

	XXXXX
	22.241,57 €
	2.784,64 €
	19.456,93 €
	16.681,18 €
	2.775,75 €

	XXXXX
	20.213,48 €
	2.530,73 €
	17.682,75 €
	15.160,11 €
	2.522,64 €

	XXXXX
	1.201,17 €
	150,39 €
	1.050,78 €
	825,80 €
	224,98 €

	XXXXX
	21.224,81 €
	2.657,35 €
	18.567,46 €
	15.918,61 €
	2.648,85 €

	XXXXX
	3.588,14 €
	449,24 €
	3.138,90 €
	2.466,85 €
	672,05 €

	XXXXX
	6.946,45 €
	869,70 €
	6.076,75 €
	5.209,84 €
	866,91 €

	XXXXX
	9.132,74 €
	1.143,42 €
	7.989,32 €
	6.849,56 €
	1.139,76 €

	XXXXX
	4.308,93 €
	539,48 €
	3.769,45 €
	3.231,70 €
	537,75 €

	XXXXX
	9.245,97 €
	1.157,60 €
	8.088,37 €
	6.934,48 €
	1.153,89 €

	XXXXX
	4.650,00 €
	582,18 €
	4.067,82 €
	3.487,50 €
	580,32 €

	XXXXX
	4.660,00 €
	583,43 €
	4.076,57 €
	3.495,00 €
	581,57 €

	XXXXX
	17.777,88 €
	2.225,79 €
	15.552,09 €
	13.333,41 €
	2.218,68 €


TERCERO: A las cantidades resultantes habrá que adicionarles el interés legal del dinero, calculado desde el 15 de diciembre de 2014 y hasta que se haga efectivo su reembolso definitivo. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 13 de julio de 2016
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio

____________________________________________________________________________________
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